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SOLUCIÓN AMISTOSA

RIGOBERTO CACHO REYES

HONDURAS

16 de julio de 2013

I. RESUMEN

1. El 30 de noviembre de 2001, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante "la Comisión Interamericana", la “Comisión” o "la CIDH") recibió una denuncia presentada por el licenciado José Antonio Ávila (en adelante “el peticionario"), en contra del Estado de Honduras (en adelante "el Estado", "Honduras" o "el Estado hondureño"), por la presunta violación, en perjuicio del señor Rigoberto Cacho Reyes, hondureño, garífuna (en adelante “presunta víctima”), de los siguientes derechos: deber de adoptar disposiciones de derecho interno (artículo 2); reconocimiento de la personalidad jurídica (artículo 3); integridad personal (artículo 5); libertad personal (artículo 7); garantías judiciales (artículo 8); principio de legalidad e irretroactividad (artículo 9),  indemnización por error judicial (artículo 10);  protección a la honra y dignidad (artículo 11); protección a la familia (artículo 17); derechos del niño (artículo 19); propiedad privada (artículo 21); igualdad ante la ley (artículo 24) y protección judicial (artículo 25), todos estos en relación con el artículo 1.1 (obligación de respetar los derechos) protegidos por la Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la Convención”, “la Convención Americana", o “la CADH”).
2. El peticionario denunció que el señor Cacho Reyes fue privado de su libertad durante  8 años, 8 meses y 18 días, desde el día 23 de diciembre de 1989, por orden del Juez de Letras Primero de lo Criminal sin que mediase la comprobación de la acusación que se le formulara de tráfico ilícito de estupefacientes. El señor Cacho Reyes fue absuelto de todo cargo, mediante sentencia de primera instancia de fecha 27 de marzo de 1998, confirmada por la Corte Primera de Apelaciones de Tegucigalpa. Adicionalmente, según información presentada por el peticionario, el señor Cacho Reyes inició una acción de reclamo patrimonial al Estado demandando indemnización por daños y perjuicios, que fue no fue admitida por la Corte Suprema de Justicia de Honduras.
3. El 11 de febrero de 2009, las partes suscribieron un acuerdo de solución amistosa.

4. En el presente informe de solución amistosa, según lo establecido en el artículo 49 de la Convención y el artículo 40.5 del Reglamento de la Comisión, se efectúa una reseña de los hechos alegados por el peticionario y de la solución amistosa lograda. Habiendo revisado la conformidad del compromiso adoptado por las partes y su cumplimiento con los principios de la Convención, la Comisión resuelve aprobar el presente informe, notificar a las partes, hacerlo público e incluirlo en el Informe Anual a la Asamblea General de la Organización de los Estados Americanos.

II. TRÁMITE ANTE LA COMISIÓN 

5. El 12 de diciembre de 2001, la Comisión recibió la denuncia de fecha 30 de noviembre del mismo año. Luego del estudio previo correspondiente, la denuncia se admitió a trámite y fue transmitida al Estado el 9 de enero de 2004 para que éste, en un plazo de dos meses, presentara su contestación. El Estado suministró observaciones e información adicional mediante comunicaciones de 29 de marzo y 25 de agosto de 2004;  16 de marzo y 18 de agosto de 2005; 27 de julio de 2006, 16 de abril, 30 de mayo y 7 de septiembre de 2007 y; 9 de abril de 2008, las cuales fueron debidamente trasladadas al peticionario.
6. Por su parte, el peticionario suministró observaciones e información adicional mediante comunicaciones de 21 de mayo de 2004; 8 de junio, 5 de octubre de 2005 y, 1ro de noviembre de 2005; 13 de marzo, 19 de mayo, 16 de agosto y 8 de noviembre de 2006; 13 de febrero y 17 de septiembre de 2007,  que fueron debidamente trasladadas al Estado.
7. El 14 de marzo de 2006, la CIDH aprobó el Informe de Admisibilidad No. 28/06, por medio del cual declaró admisible la petición respecto de las presuntas violaciones de los artículos 7, 8 y 25 en concordancia con el artículo 1(1) de la Convención, conforme a los requisitos establecidos en los artículos 46 y 47 de la Convención Americana. Dicho informe fue transmitido a las partes en comunicación de 20 de marzo de 2006, por medio de la cual, conforme al artículo 48(1)(f) de la Convención Americana y 37(4) de su Reglamento, la CIDH se puso a disposición de las partes para llegar a un acuerdo de solución amistosa. 
8. El 24 de abril de 2006, el peticionario informó a la Comisión su disposición de buscar una solución amistosa del asunto. El Estado hondureño respondió a esta solicitud el 27 de julio de 2006 y el 16 de abril de 2007 solicitó al peticionario la presentación de una propuesta de solución amistosa. El 16 de julio de 2007, el peticionario envió una primera propuesta. Una segunda propuesta fue enviada mediante comunicación del 15 de octubre de 2007.
9. Mediante comunicación de fechas 7 de septiembre de 2007 y 3 de enero de 2008, el Estado solicitó al peticionario presentar documentación de respaldo que pudiera dar lugar al estudio actuarial para sustentar una propuesta específica. Al respecto, el 16 de mayo de 2008, el peticionario envió un estudio actuarial sobre el caso en particular realizado para determinar los daños y perjuicios. La Comisión dio traslado de dicha información al Estado, el cual  sometió una contrapropuesta mediante comunicación del 9 de julio de 2008. Mediante comunicación de 19 de septiembre de 2008, el peticionario aceptó la cantidad ofrecida por el Estado hondureño. El 11 de febrero de 2009, las partes suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa. Finalmente, mediante comunicación de 29 de junio de 2011 enviada por el peticionario, la Comisión es informada sobre el cumplimiento del compromiso del Estado en cuanto al pago de la indemnización por daños y perjuicios a favor del señor Rigoberto Cacho Reyes.
III.
LOS HECHOS ALEGADOS
10. De conformidad a los hechos expuestos en la petición, la víctima fue acusada equivocadamente por el delito de tráfico ilícito de estupefacientes y privada de su libertad desde el día 23 de diciembre de 1989, por ocho años, ocho meses y dieciocho días, por orden del Juez de Letras Primero de lo Criminal del departamento de Francisco Morazán, sin que mediase la comprobación de la acusación. El peticionario informó que el señor Cacho Reyes fue absuelto mediante sentencia de 27 de marzo de 1998 emitida por el Juzgado de Letras Primero de lo Criminal del Departamento de Francisco Morazán. La sentencia quedó firme y se remitió en consulta ante la Corte de Apelaciones. La Corte Primera de Apelaciones de Tegucigalpa, Municipio del Distrito Central, confirmó la sentencia absolutoria y el sobreseimiento definitivo a favor del señor Cacho Reyes. 
11. Según el peticionario, durante los ocho años y medio que la presunta víctima estuvo en prisión, su familia se desintegró; su compañera de hogar, su padre y su hermano fallecieron y no se  le permitió acompañar a su pareja en su lecho de muerte ni asistir a los funerales de sus otros familiares; además sus hijos y nietos quedaron en estado de abandono. Según la denuncia, su reclusión le produjo un severo daño psicológico y familiar, así como la pérdida de su trabajo, y de sus bienes materiales. 
12. Consta en la petición que el Estado reconoció haber cometido una infracción y aceptó que la prisión preventiva del señor Rigoberto Cacho Reyes excedió todos los plazos previstos en la normativa aplicable. El Estado habría reconocido también que esa dilación efectivamente vulneró sus derechos, y generaron responsabilidad para el Estado. 

13. Por otra parte, de conformidad con información que obra en el expediente, la presunta víctima inició acciones de reclamo patrimonial mediante sendas solicitudes ante el Procurador General de la República y ante la Secretaría de Estado en el Despacho de Seguridad Pública. Ambas instituciones denegaron las solicitudes presentadas. En base a estas decisiones, el señor Rigoberto Cacho Reyes consideró agotada la vía administrativa, por lo que interpuso  demanda judicial por daños y perjuicios contra el Estado ante el Juzgado de Letras de lo Contencioso Administrativo. Señala que una vez interpuesta y antes de admitirse la demanda el Juez, mediante auto, solicitó al actor el cumplimiento de requisitos formales para la admisión de la misma, los que posteriormente fueron cumplidos por este dentro del plazo otorgado. 
14. Según información transmitida por el peticionario, corrió traslado de la demanda al Estado el cual, a través de su Procurador General de la República, contestó el 24 de agosto de 1999. Indica que en su contestación el Procurador General negó los reclamos indemnizatorios y adujo que la Procuraduría no debería responder por la indemnización, ya que quien denunció por el delito de tráfico de estupefacientes al Sr. Rigoberto Cayo Reyes fue la desaparecida Dirección Nacional de Investigación. 
15. Argumenta el peticionario que el Juez de Primera Instancia dictó sentencia el 24 de enero de 2000, declarando sin lugar la denuncia por adolecer de defectos formales, los cuales según informa el peticionario habrían sido contradictorios con la decisión del juez de admitir dicha denuncia, decisión que fue adoptada después de que él cumplió con el auto mediante el cual se le solicitó subsanar los defectos formales de la demanda. Según informa el peticionario, por esta razón, la victima apeló la sentencia de primera instancia de 24 de enero de 2000 y esta fue confirmada por la Corte de Apelaciones, mediante fallo del 2 de junio del mismo año, considerando que el Juez de Primera Instancia actuó conforme a derecho al emitir su sentencia fundamentada en los defectos formales de la demanda.
16. Señala el peticionario que con fecha 17 de julio del 2000, la presunta víctima presentó un recurso de Casación por Infracción de la Ley ante la Corte Suprema de Justicia. La Corte Suprema declaró sin lugar el recurso mediante sentencia de fecha 14 de junio de 2001. 
IV. 
SOLUCIÓN AMISTOSA

17. El El 11 de febrero de 2009, Rosa America Miranda de Galo, Procuradora General de la República, y José Antonio Ávila, peticionario, suscribieron un Acuerdo de Solución Amistosa en los siguientes términos:
ACUERDO DE SOLUCION AMISTOSA

CASO CIDH 12.547

PRESENTACIÓN

Por el presente documento se hace constar el ACUERDO DE SOLUCION AMISTOSA DEL CASO CIDH 12.547 RIGOBERTO CACHO REYES-ESTADO DE HONDURAS; que celebran por una parte, el abogado JOSE ANTONIO AVILA, accionando en su condición de Apoderado Legal del Señor Rigoberto Cacho Reyes, de conformidad al Poder General y Administrativo No. 126, otorgado en la ciudad de Tegucigalpa, Municipio del Distrito Central, el día diez de diciembre del año dos mil ocho, ante el Notario Cesar Dolores Vaquedano Herrera, en el que consta tener plenas facultades para la celebración de esta clase de actos; y por otra parte el Estado de Honduras, debidamente representado por la Abogada ROSA AMERICA MIRANDA DE GALO en su condición de Procuradora General de la República, elegida mediante Decreto del Poder Legislativo No. 2-2006, de fecha 26 de enero del 2006, debidamente autorizada para este acto mediante ACUERDO EJECUTIVO No. 007-2007, emitido por el Presidente de la República, publicado en la Gaceta No. 31.298 del 09 de mayo del 2007, en el que consta le fue conferida la facultad de transigir. Este acuerdo se celebra con el conocimiento y consentimiento de la COMISION INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS, expresado en la comunicación librada al Estado de Honduras en fecha 20 de marzo del ano 2006, suscrita por Ariel E. Dulitzky, Secretario Ejecutivo Adjunto de la misma, en la que se señala que la Comisión en base en lo previsto en el articulo 38 (2) de su Reglamento, se pone a disposición de las partes a fin de llegar a una solución amistosa del asunto, conforme al artículo 48 (1) de la Convención Americana sobre Derechos Humanos.

Este acuerdo se contrae a los términos y condiciones siguientes:

PRIMERO: ANTECEDENTES.

Con fecha 14 de marzo del año 2006, la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, emitió el informe No. 28/06, Petición No. 721-00, Rigoberto Cacho Reyes-Estado de Honduras, señalando en el numeral 43 del mismo lo siguiente: "La Comisión encuentra que los hechos del caso presentan importantes cuestiones controvertidas que se deben determinar, en función del acervo probatorio, poniendo especial énfasis en el hecho posible de que, en la vía penal se haya denegado a la víctima el derecho de ser oído y juzgado dentro de un plazo razonable o a ser puesto en libertad, en la vía contencioso administrativa, en el hecho de que la víctima se haya visto impedida de ejercer su derecho de acceso a la justicia por medio de un recurso eficaz rodeado de las garantías del debido proceso legal, según lo contemplado por la Convención, al declarar inadmisible la demanda por defectos formales, sin entrar a conocer los meritos. En este sentido, la Comisión, sin prejuzgar sobre el fondo del asunto, encuentra que la cuestión que se debate, de resultar probados los hechos alegados, podría llegar a caracterizar violaciones a los artículos 7 (libertad personal), 8 (debido proceso legal) y 25 (protección judicial) en conexión con el artículo 1.1 de la Convención Americana. La Comisión considera inadmisible la petición en cuanto a las presuntas violaciones de sus artículos 3, 5, 9, 10, 11, 17, 19, 21 y 24 porque el peticionario no ha presentado elementos de juicio suficientes para sustentar su alegada violación", por lo cual DECIDIO declarar admisible el caso, en relación con los artículos 7, 8 y 25 de la Convención Americana en concordancia con el artículo 1 (1) del mismo instrumento internacional.

SEGUNDO: ACUERDO ENTRE LAS PARTES

En el marco del proceso de solución amistosa llevado a cabo entre EL REPRESENTANTE DEL PETICIONARIO Y EL ESTADO DE HONDURAS, con la valiosa intervención de la CIDH, las partes han logrado alcanzar un acuerdo satisfactorio, basado en el reconocimiento de responsabilidad del Estado por los actos violatorios de derechos humanos en perjuicio de Rigoberto Cacho Reyes, caso 12.547, referidos en el informe de admisibilidad antes relacionado. Para cubrir lo relativo a la parte pecuniaria el Estado de Honduras se compromete a verificar el pago a través de la Secretaría de Estado en el Despacho de Finanzas, la que iniciará los tramites pertinentes tan luego se le presente este documento debidamente firmado, concluyendo los mismos dentro del menor tiempo posible.

TERCERO: DE LA OBLIGACION DE REPARAR

Como consecuencia de este reconocimiento, El Estado de Honduras y el representante del señor Rigoberto Cacho Reyes, reconocen y aceptan como valor a ser indemnizado, mediante el sistema de equidad, la suma única de CIENTO CINCUENTA MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA ($ 150.000.00) o su equivalente en moneda hondureña, que comprenden cualesquiera y todo tipo de daños ocasionados a la victima y sus familiares, sean estos materiales y morales, comprendiendo además los respectivos gastos y costas tanto nacionales como internacionales; y por ende con el pago de este valor, el Estado de Honduras queda completamente liberado por este concepto. Así mismo queda convenido que si para el caso, apareciera con algún familiar con derecho a indemnización, esta deberá ser reconocida y pagada por el señor Rigoberto Cacho Reyes. 

CUARTO: SATISFACCION DE LAS PARTES

Las partes, manifiestan su plena conformidad y satisfacción con los acuerdos alcanzados y plasmados en el presente documento.

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos, expresa su reconocimiento al Estado Hondureño y al peticionario por su voluntad de resolver este caso mediante su vía, ratificando la importancia de la modalidad de la solución amistosa contemplada en la Convención Americana sobre Derechos Humanos para la solución de los casos individuales en forma no contenciosa.

En virtud de lo presente documentado, las partes solicitan a la CIDH, que de conformidad con lo establecido en el articulo 49 de la Convención Americana, emita el correspondiente informe de solución amistosa, que debe ser transmitido al Peticionario y a los Estados partes de la Convención y comunicarse después para su publicación, al Secretario General de la Organización de los Estados Americanos.

Suscrito en la ciudad de Tegucigalpa, Municipio del Distrito Central, el día miércoles once de febrero del año 2009.

V. 
DETERMINACIÓN DE COMPATIBILIDAD Y CUMPLIMIENTO

19. La CIDH reitera que de acuerdo con los artículos 48.1.f y 49 de la Convención, este procedimiento tiene como fin “llegar a una solución amistosa del asunto fundada en el respeto a los derechos humanos reconocidos en la Convención”.  La aceptación de llevar a cabo este trámite expresa la buena fe del Estado para cumplir con los propósitos y objetivos de la Convención en virtud del principio pacta sunt servanda, por el cual los Estados deben cumplir de buena fe las obligaciones asumidas en los tratados. También desea reiterar que el procedimiento de solución amistosa contemplado en la Convención permite la terminación de los casos individuales en forma no contenciosa, y ha demostrado, en casos relativos a diversos países, ofrecer un vehículo importante de solución, que puede ser utilizado por ambas partes.
20. La Comisión Interamericana ha seguido de cerca el desarrollo de la solución amistosa lograda en el presente caso y valora altamente los esfuerzos desplegados por ambas partes para alcanzar esta solución que resulta compatible con el objeto y fin de la Convención.
21. En relación al cumplimiento de los puntos del acuerdo, según información aportada por la partes, la CIDH observa lo siguiente:

22. Mediante comunicación del 27 de junio de 2013, el Estado envió el acuerdo de solución amistosa firmado por ambas partes así como el recibo de fecha de 3 de abril de 2009, de la entrega del cheque por la suma de DOS MILLONES OCHOCIENTOS CINCUENTA Y CUATRO MIL CIENTO DIEZ LEMPIRAS (L 2,854.110.00), equivalentes a CIENTO CINCUENTA MIL DOLARES DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA ($ 150.000.00). Mediante comunicación del 29 de junio de 2011, el peticionario informó a  la Comisión sobre el cumplimiento total del pago de la indemnización por daños y perjuicios a favor del señor Rigoberto Cacho Reyes. 
VI.
CONCLUSIONES

23. Con base en las consideraciones que anteceden y en virtud del procedimiento previsto en los artículos 48.1.f y 49 de la Convención Americana, la Comisión desea reiterar su profundo aprecio por los esfuerzos realizados por las partes y su satisfacción por el logro de una solución amistosa en el presente caso, fundada en el respeto a los derechos humanos, y compatible con el objeto y fin de la Convención Americana.  

24. En virtud de las consideraciones y conclusiones expuestas en este informe, 

LA COMISIÓN INTERAMERICANA DE DERECHOS HUMANOS,

DECIDE:
 
1.
Aprobar los términos del acuerdo suscrito por las partes el 11 de febrero de 2009.
2.
Hacer público el presente informe e incluirlo en su Informe Anual a la Asamblea General de la OEA.

Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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